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SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 15 de octubre dc 2018

ASUNTO

Recu$o de agravio constrtucional interpuesto por don Carlos Felipe Pardo Velásquez, 3

favés dc su rcprcsentante, contra la resolución de fojas 128, de 22 de setiembre de

2015, cxpcdida por lá Primera Sala Civil de la Cortc Superior de Justicia de Lima, que

dcc)aró improcedente su demanda dc amparo.

FUNDA}IENTOS

En la scntcncia cmitrda en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada cn el diano
oñcial El I'eruano el 29 de agosto de 2014, cste Tribunal cstableció, en cl
fundamento rl9, con ca¡ácte¡ de prcccdentc, quc se expodirá sentencia interlocutoria
denegatoria, dictada sjn más t¡á¡nitc, cuando se presente alglno de los siguientes
supucstos, quc igualmente están contenidos en el aftícülo 1l del Reglañento
No¡mativo del Tribunal Constitucional:

0
Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
l-a cuestión de De¡echo contenida en el recurso üo sea de especial

cendenci¿ constitucional-
cuestió¡ de Dcrccho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constitucional.
Sc haya dccidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente igualcs

2. En ei presente caso, cl recunente solicita la nulidad de la resolución 4, de 26 dc
ab¡il dc 2012 (scntcncia dc vista), cxpcdida por la Scgunda Sala Especializada en lo
Contcncioso Administrativo de Lima (fojas 34), que en scgundo grado o instancia
dccla¡ó infunclada su demanda de nulidad de resolución administrativa interpucsta
contra cl Ministcrio dcl Intcrio¡ - PNP; y de la resolucióD de 16 de setiembre de
2013 (Casación 65ll-2013 Lima), expedida por la P¡imera Sala dc Dcrccho
Constilucjonal y Social Transitoria dc la Co e Suprema de Justicia de la Repírblica
(fojas 4l), que declaró improcedente su recurso de casación cont¡a la citada
scntencia de vista.

3. Sostiene el recr¡nente que las resoluciones judiciales cuestionadas vulneran sus
dcrechos a la tutela jurisdiccional efcctiva y al debido proceso al no aplcar el
Decreto Supremo 009-87-DE-CCI,'A (Reglamento de la Lcy dc Pensio¡es Mrlitar
I'olicial), de fecha 17 de diciemb¡c dc 1987, que dispone la loma de pago dc su

a)

b)
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compensación por ticmpo de seNicios y, en cambio, aplicar el Decreto Supremo

213-90-EF dcclarado inconstitucional por la Defensoria dcl Pueblo ¿l no haberse

publicado en el diaio oltcial El Peruano.

4. Al respeclo, cabe prccisar que si bien en la primera y segunda instancia o grado dcl
prcsente aúparo sc dcclaró la improcedcncia de la demanda, al haber sido
inlerpucsta por el abogado Leonardo López Amancio, sin haber cumplido las

condiciones para la procuraduria oficiosa, conforme lo dispo¡e el afiículo 41 dcl
Código Procesal Constitucional; sin embargo aparece de autos que por escrito de

fojas 152 con firma legalizada por notario público, que el recu.rente Carlos

FeJipc Pardo Velásquez ratificó a su abogado defensor a fin de que continúe con

este proceso, por lo que atendiendo a los piincipios de informalidad y pro actione
no puedc cucstionarse la procedencia dcl rccurso de agravio co¡stitucional pol-el
ñrndamcnto reseñado.

No obslante lo antcrior, esta Sala Segunda del T¡ibunal Constitucional aprecia que

la cucstión de Derecho contenida en cl rccurso carece de especial t¡ascendencia

constitucional porque, en puridad, lo que pretende el recürrente es que se rccxaminc
lo resuelto en cl proceso laboral subyacente, pretextando, pa¡a tal fin, la

concülcación dc sus de¡echos alegados. E¡ otras palabras, 10 que pretende es

dis cl criterio ju sdiccional de los iueces demandados, lo cuál es a todas luces
ya que la judicatura constitucional no es competente pam revisar la

jón láctica yjurídica realizada por lajudicatura ordinada.

Contrariamcnte a lo alegado por el recurente! la scntencia de vista cumplió con
nlotivar su decisió¡, pu¡tualizando las razones por las cuales el Decreto Supremo
213-90-EF era una norma aplicable al caso. De otro lado, la resolución emitida por
la Prirncra Sala de Derecho Constitucional y Social Transito¡ia de la Cortc Suprema
de Justicia de l¿ República explicó las razoncs por las que no consideró procedente

el recurso de casación inte¡pucsto (fundamento sexto).

7. En consecuencia, el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de

rechazo prevista en cl acápitc b) del fundamento 49 de la sentenoia emitida en el
Expedienle 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del articulo 1l del Reglamento
Nomativo dcl T¡ibunal Constitucional. Por esta razón, coresponde declarar, sin
más trámite, improcedente el recurso de agravio constitucional.

Por cstos fundamentos, el TribuDal Constitucjonal, con la autoridad quc le confiere la
Constitüción Politica del Peru, y la paficipación del magistmdo Espinosa-Saldaña
Barera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular del
masistrado Ferrcro Costa.
Adím¡s, sc inclLr)e el lundamenro de voto delmagistrado Espinosa-Saldaña Barera.
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Declarar IMPROCIIDENTE el rccurso de agravio constituciooal, porqüe la cuestión

de Derecho conlenida cn lrl recuNo carece de espccial trascendcncia constifucional.

Publiqucse y notifi quese.
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t'IINDAM¡rNTo DE voro DEL MAGtsrR{Do EspINos^-SALDAñA
BARRERA

2. Ahora bien, encuentro que lá rcdacción del proyecto no es Io suficientemente clara
para explicar las razones por las cuales aquí la cuestión de Derecho planteada carece
de especial trascendencia constitucional, conforme las pautas establecidas por cstc
Tribunal.

4, De este modo, la exposición de las razones por las cuales el recurso incurre en una
caus¿l dcterminada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado ordcn lógico a los argumenlos quc fündamenlan lo resuelto en el caso.
Dichas cualidades son las <¡ue se espera que tcnga una decisión tomada por este
Tribunal, cn tanlo se trata de un órgano jurisdicc;onal encargado de una labor tan
relevanfe como lo es la utela de derechos fundamentales.

ESPINoSA-SALDAÑA BARRERA

s

c

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesario señalar lo siguiente:

L Aqui ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agravio oonstitucional no
encuentra rcspaldo en el contenido constitucionalmente protegido de los dcrechos
invocados por la parte demandante. Siendo así, se veriñca que se ha incurrido en la
causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida
en el Expediente 00987-20I4-PA/IC y en el inciso b) del artículo ll dcl
Reglamento Normativo del Tribunal Conslilucional.

3. En efccfo, lal como ha desarrollado estc Tribunal Constitucional en reiterada
jurisprudencia, al momento de emitir una sentencia inierlocutoria, luego de hacer
mención a Ias causales de irnprocedencia liminar recogidas en el fundamento 49 de

"VásqL¡ez llomero", corresponde ref¿rirsc cn formá clara, ordenada y detallada a la
causal especifica en la cual habria incurrido el rlrcurso planteado, así como cumplir
con explicar cuáles son los alcances dc la causal lililizada.

<,.-
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EL TRIBUNAL CONSTITUCIoNAL CoMo CoRTf, DE REVISIóN O FALLO Y NO DE

CASACIÓN

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantias
Constitucionales era un órgano de cont¡ol de la Constitución, que tenía j urisdicción
en todo el territorio nacional para conocer, en vía de casación, de los habeas corpu.t
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que irnplicó que dicho Tribunal no
coüstituía una instancia habilitada para falla¡ en forma definitiva sobre la causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrccho" rcconocido" en la Constitución.

3. F.n ese sentido, Ia Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Conslilucionales, vigente en ese momel1to, eslableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolució¡ denegatoria que ha violado la Iey o la ha
aplicado en forma e¡rada o ha incurrido en g¡aves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procede¡á a casar la sentencia y, luego de

señala. la deñciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimienlo que! a todas luces, dilataba el1 exceso ]os procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulneración de derechos fue se¡iamente
modil-lcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela dc dos a cuatro, a sabct, habeas corpus, añparo, habeas ddtq
y acción de cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la coÍstitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
caliñca eróneamente como "órgano de control de la Co¡stitucióD". No obstante, en

ttyl

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del precede¡te vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-P{TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a

continuación expongol

1. La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancja dc casación y la Constitución de 1993 convi¡tió al T bunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra histo¡ia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad hoc. tndeper,dienfe del Pode¡
Judicial, con Ia tarea de garalltizar la supremacia constitucional y la vigencia plena
de los de¡echos ftmda¡rentales.
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materia de prooesos constitucionales de la libefiad, la Constitución establece que el

Tribunal Constitucional es instancia de ¡evisión o Iallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Perú, en su aúículo 202, irciso 2,

prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en última y
delinítira insta c¡a, las resolucíones denegdlotías dictadas en los procesos de

habeas corpus, ampdro, habeas dafa y acción de cumplimie to". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho ftmdamental. Una lectura diversa
corltravendda mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de

defensa de la penona humana y el respeto de su dignidad como ñn supremo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "ld obseflanc¡a del debído proceso y tutela
jurisd¡ccional. Ninguna pefiond p ede ser desridda de la julisdicción
predetermínada por la ley, n¡ somelida a procedimí¿nlo dislinlo de los previamente
est¡tblecidos, t1¡ juzgada por órganos jutisdiccionales de excepción ni p.,r
comisiones especiales creadas al efecto cualquiera sea su denominación",
consagrada en el articulo 139, inciso 3.

7. Lo constitucioDal es escucha¡ a la parte como concretización de su derecho
ir¡enunciable a la defensa; además, L¡n Tribunal Constitucional constituye el más
eleclivo medio de defensa de los derechos fundamentales liente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitra¡iedad.
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6. Como se advierte, a dife¡encia de lo que acontece en otros países, en los cuales el

acceso a la última iÍstancia constitucional tiene lugar por la via del certiorar¡
(Suprena Coñe de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyentc optó por

un órgano supremo de interpretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
cn los llamados procesos de la libe¡tad cuando ei agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otÉs palabras, si lo que

está en discusión es la supuesta amenaza o lesiól de un derecho l'undamental, se

debe ab r la vía correspondiente para que el Tribunal Constitucionai pueda
pronunciarse. Pero la apefum de esta vía solo se produce si se permite al
petjciona¡te colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
análi.is de lo que se pretende. de lo quc se jnroc¿.

EL DIRECH0 A sER oíDo coNlo ]TIANIFESTACIóN DE LA DEMoCRATTZACTóN DE Los
PRoCESoS CoNS,I.ITUCIoNAI,ES DE LA LIBERTAD

8. La administración de justicia co¡stitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desdc su crcación, es respetuosa, como conesponde, del derccho de
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defcnsa inheren¡e a toda perso[a, cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual sc

determinen sus derecho.. inlere.es y obliAaci"ncs.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a lá emisión de una resolución constitucional
sin realizaÉe audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos petinentes, concretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre ]a inteNención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluve el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la paúicipación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye u¡r elemento que
democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de interés de
una pelsoÍa si¡1 permitirle alegar lo correspondiente a su favor, Io que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el T¡ibunal Constitucional tiene el debe¡
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las rázones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus decisiones, porque el Tribunál Constitücional se

legitima no por se. un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suñciente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. ED ese sentido, la Coúe Interame cana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de del'ensa "obliga al Estado a tftttar dl indi)itluo en todo momento como
un wdadeto sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no
s¡mplemente como objero del mismo"t , y q¡e "p.!ra que exisfa debido proceso legal
es preciso que un justiciable pueda hacer vtler sus ¡lerechos y defender sus
intereses en _forma efectiva )1 en cond¡c¡ones de igualdad procesal con otros
justiciables'2.

' Cort" IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
párafo 29.
t Co.t" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejurúo de 2002, pánafo 146.

tq
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NATuRALEZA PRocf,sAL DEL RtrcuRSo DE AcRAvIo CoNSTITUCIoNAL

13. El modelo de "instancia de fallo" piasmado en la Constitución no puede ser

desvirtuado por el Tribunal Coüstitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, (oda

vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a u¡ proceso constitucional de Ia libertad la denominada

"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio conslitucional (RA.C) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constituciollal no tiene compelencia
pa¡a "revisar" ni mucho menos "¡ecalificar" el recuNo de agravio constitucional.

16. Por otro lado, la "senteDcia intcrlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,
identificar en qué casos se aplica a. No hacerlo, no deñnirlo, ni justificarlo,
coDvierte el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, cntre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjeli\as y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes

tendrían que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitt¡cional antes de presenta¡ su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, ¿¿¡latis mutandis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA,/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
Ialios, como en el caso Luis Srinchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordina os no constituye un
motivo para que se pueda desvirtua¡ la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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15. De conformidad con los aúículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recl¡¡so. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no Ie ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un dgra\ io que le causa indefensión.



w
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional rep¡esenta la
última posibilidad para protege¡ y repi¡rar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garafltiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentrán jt¡sticia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la via constitucional, al justiciable

solo le queda el camino de Ia jüisdicción intemacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo. una defensa total de la Constitución, pues si toda gamntía constitucional
entrañd el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su de¡echo
está defendierldo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".
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